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  CONCEPTO JURÍDICO 
 

TRATAMIENTO DE LOS APORTES SOCIALES COMO CONSECUENCIA DE LA 
LEY 2445 DE 2025 

 
I. MARCO JURÍDICO APLICABLE 

 
1.1. Naturaleza jurídica del aporte social 

 
El artículo 46 de la Ley 79 de 1988 establece que el patrimonio de las 
cooperativas estará constituido por los aportes sociales individuales y los 
amortizados, los fondos y reservas de carácter permanente y las donaciones o 
auxilios que se reciban con destino al incremento patrimonial. Por su parte, el 
artículo 49 de la misma ley dispone: 
 

"Los aportes sociales de los asociados quedarán directamente afectados 
desde su origen en favor de la cooperativa como garantía de las 
obligaciones que contraigan con ella. Tales aportes no podrán ser gravados 
por sus titulares en favor de terceros, serán inembargables y sólo podrán 
cederse a otros asociados en los casos y en la forma que prevean los 
estatutos y reglamentos." (Negrilla fuera de texto original) 

 
Esta disposición consagra tres consecuencias jurídicas de orden público que operan 
por ministerio de la ley, sin necesidad de pacto, registro ni formalidad adicional: 
(i) la afectación legal automática de los aportes sociales desde el origen como 
garantía de las obligaciones con la cooperativa; (ii) la prohibición de gravarlos en 
favor de terceros y; (iii) la inembargabilidad. 
 
La Circular Básica Contable y Financiera (Circular Externa 22 de 2020, Título I, Cap. 
V, numeral 1.) ratifica que el aporte social constituye capital social de la 
cooperativa. Esta clasificación tiene una consecuencia jurídica determinante: 
mientras el vínculo asociativo permanezca vigente, la cooperativa no es deudora 
del asociado respecto de sus aportes. La devolución de aportes es, en términos 
del derecho civil, una obligación sometida a condición suspensiva (arts. 
1530 y 1536 del Código Civil), pues depende de un acontecimiento futuro e 

Id
e
n
ti
fi
c
a
d
o
r:

 h
L
3
W

 S
5
W

m
 H

6
O

z
 +

IV
P

 T
X

E
v
 n

1
6

t 
1

Iw
=

L
a
 v

a
lid

e
z
 d

e
 e

s
te

 d
o
c
u
m

e
n
to

 p
u
e
d
e
 v

e
ri
fi
c
a

rs
e

 e
n

: 
h

tt
p

s
:/
/s

e
d

e
e

le
c
tr

o
n

ic
a

.s
u

p
e

rs
o

lid
a

ri
a

.g
o

v
.c

o
/S

e
d

e
E

le
c
tr

o
n

ic
a

Documento firmado digitalmente

C
o
p
ia

 e
n
 p

a
p
e
l 
a
u
té

n
ti
c
a
 d

e
 d

o
c
u
m

e
n
to

 e
le

c
tr

ó
n

ic
o

:



 

 
 
 
 
 
                                                                    

110-                Página 2 de 16 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

________________________________________________________________________ 

Superintendencia de la Economía Solidaria 
Avenida Calle 24 (Esperanza) N° 60-50 Piso 8 Centro Empresarial Gran Estación 
PBX: (+57) (601)7 560 557 
Línea Gratis: 018000-180-430 

incierto: el retiro voluntario, la exclusión, el fallecimiento del asociado o la 
liquidación de la cooperativa. 
 
Lo dicho anteriormente también ha sido precisado por la Circular Básica Contable 
y Financiera, en el mismo numeral referido previamente, cuando se señala que: 
 

“Se deberá lleva a cabo el cruce de aportes sociales con las obligaciones que posea 
el asociado, cuando esté en firme su retiro (voluntario, exclusión o fallecimiento), 
previa retención proporcional de aportes en el evento de existir pérdidas y, siempre 
y cuando no se disminuya el capital mínimo irreducible, no se afecte el capital 
requerido para ejercer la actividad financiera o no se afecte el cumplimiento de la 
relación de solvencia.” (Negrilla fuera de texto original)  

 
1.2.  La doble condición jurídica del aporte: capital social de la 

organización solidaria y derecho condicional del asociado 
 
Antes de entrar a desarrollar este punto, conviene traer a colación lo dispuesto por 
los numerales 3. y 4. del artículo 10 de la Ley 2445 de 2025 que modifica el artículo 
539 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso), en lo referente a los 
requisitos que debe reunir la solicitud de trámite de negociación de deudas de 
persona natural no comerciante:  
 

“ARTÍCULO 10. Modifíquese el artículo 539 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará 
así: 
Artículo 539. Requisitos de la solicitud de trámite de negociación de 
deudas. La solicitud de trámite de negociación de deudas deberá ser presentada 
directamente por el deudor, quien podrá comparecer al trámite acompañado o 
representado por apoderado judicial. Será obligatoria su asistencia con o a través 
de apoderado judicial en los casos en que sea superada la mínima cuantía. La 
solicitud deberá contener: 
 
(…) 
 

3. Una relación completa y actualizada de todos los acreedores, en el orden de 
prelación de créditos que señalan los artículos 2488 y siguientes del Código Civil. 

 
Las obligaciones amparadas con garantía mobiliaria constituidas a favor de 
las empresas vigiladas por la Superintendencia de la Economía Solidaria 
garantizados mediante aportes sociales individuales y ahorros 
permanentes en el caso de los fondos de empleados serán considerados de 
la segunda clase prevista en el artículo 2497 del Código Civil, cumpliendo 
los requisitos de la Ley 1676 de 2013, hasta el monto de dichos aportes y 
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ahorros, que deberán precisarse y cuantificarse como se exige en el 
numeral siguiente; si el crédito excediere tal monto, el saldo restante se 
calificará en la quinta clase. 
 
Se deberá indicar nombre, domicilio y dirección de cada uno de ellos; dirección de 
correo electrónico; cuantía, diferenciando capital e intereses, aún en los cánones 
vencidos de los contratos de leasing, y otros conceptos concretamente señalados; 
naturaleza de los créditos, incluida la condición de postergados en virtud de la causal 
primera del artículo 572A; tasas de interés; documentos en que consten; fecha de 
otorgamiento del crédito y vencimiento, y nombre, domicilio y dirección de la oficina 
o lugar de habitación de los codeudores, fiadores o avalistas. En caso de no conocer 
alguna información, el deudor deberá expresarlo. 
 

4. Una relación completa y detallada de sus bienes, si los hubiere, incluidos 
los que posea en el exterior. Deberán indicarse los valores estimados y los datos 
necesarios para su identificación, así como la información detallada de los 
gravámenes, afectaciones y medidas cautelares que pesen sobre ellos, y deberá 
indicarse cuáles de ellos tienen afectación a vivienda familiar y cuáles son objeto de 
patrimonio de familia inembargable. 

 
A la relación detallada de los bienes se deberán adjuntar los documentos idóneos 
para acreditar la veracidad de la información de que trata este numeral.” (Negrilla 
fuera de texto original) 

 
De acuerdo a lo anterior, es observable que la citada disposición establece que las 
obligaciones amparadas con garantía mobiliaria constituidas en favor de 
organizaciones solidarias, garantizadas mediante aportes sociales individuales, 
serán consideradas como crédito de segunda clase hasta el monto de dichos 
aportes, los cuales, según dicha norma, “deberán precisarse y cuantificarse como 
se exige en el numeral siguiente” (el cual alude a la relación que habrá de realizarse 
de los bienes del deudor). 
 
La aparente tensión entre la concepción del aporte social individual como parte 
inembargable del patrimonio de las cooperativas (arts. 46 y 49 Ley 79/88) y su 
reconocimiento como parte de los bienes del deudor que se precisan y cuantifican 
dentro de la solicitud del trámite de negociación de deudas de persona natural no 
comerciante (art. 10 Ley 2445/25) se resuelve entendiendo la doble dimensión del 
aporte social: 
 

 Desde la perspectiva de la cooperativa, el aporte es capital social —
componente del patrimonio institucional— y garantía legal de las 
obligaciones del asociado. 
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 Desde la perspectiva del asociado, el aporte constituye un derecho personal 

de crédito sujeto a condición suspensiva: el asociado tiene la expectativa 
jurídica de recibir la devolución de sus aportes solo cuando acaezca alguna 
de las causales legalmente reconocidas (retiro, exclusión, fallecimiento, 
liquidación). Mientras esa condición no se cumpla, la obligación de 
devolución no es actualmente exigible. 

 
Esta doble dimensión permite armonizar el régimen especial cooperativo con el 
régimen especial de la Ley 2445 de 2025, tal como se desarrolla en los numerales 
siguientes, porque ha de tenerse en cuenta que, si bien la Ley 79 de 1988 adquiere 
el carácter de normativa especial frente a la regulación de la naturaleza jurídica de 
los aportes sociales, la Ley 2445 de 2025 también tiene ese carácter de 
especialidad, pero frente a lo que refiere al trámite de negociación de deudas de 
persona natural no comerciante, y por ello, en principio, no se puede desconocer 
la voluntad del legislador ahí establecida. 
 

1.3.  La Ley 2445 de 2025: interpretación sistemática del artículo 
10 

 
Una lectura literal de esta disposición podría sugerir que los aportes del asociado 
ingresan directamente a la masa concursal como activo disponible del deudor. Sin 
embargo, una interpretación sistemática y armónica con el régimen especial 
cooperativo conduce a una conclusión diferente y más precisa: la cooperativa 
entra como acreedora de segunda clase hasta el valor de los aportes, pero 
esto no significa que los aportes ingresen como parte de la masa 
concursal. 
 
Esta distinción es fundamental. En la medida en que el numeral 3 del artículo 10 
de la Ley 2445 de 2025 establece que las obligaciones del deudor con las empresas 
solidarias serán de segunda clase hasta el monto de dichos aportes, se tiene que, 
los aportes operan como límite cuantitativo del privilegio concursal, pero no como 
el objeto directo de cobro dentro del proceso. La cooperativa tiene prelación de 
segundo grado hasta ese monto, pero ejecuta su crédito sobre la masa concursal 
general, no directamente sobre los aportes mientras el asociado 
permanezca vinculado a la cooperativa. 
 
Desde la perspectiva del inventario de bienes del proceso de insolvencia (numeral 
4, art. 539 Código General del Proceso, modificado por Ley 2445/25), los aportes 
sociales deben ser declarados por el deudor en la relación completa y detallada de 
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sus bienes, pero como derecho de crédito sujeto a condición suspensiva, 
cuya realización efectiva está diferida al acaecimiento de la condición 
(retiro, exclusión o liquidación), y cuyo monto será el resultante del 
debido cruce de aportes sociales con las obligaciones que posea el 
asociado. La declaración en el inventario no implica su disponibilidad inmediata 
para el pago de acreedores. Es decir que, lo que hará parte de la masa concursal, 
no serán los aportes sociales individuales mientras el vínculo asociativo 
permanezca vigente, sino que será el remanente resultante de la terminación de 
la relación asociativa con el deudor. 
 
Es oportuno señalar que, en ese sentido, en el marco de los procedimientos de 
negociación de deudas y convalidación de acuerdos de la persona natural, el pago 
se realiza de acuerdo con la formula propuesta, dentro de la cual, por las razones 
indicadas en este documento, no se incluye la entrega de los aportes o la entrega 
del saldo remante de la devolución de aportes, dado que no en todos los casos se 
habrá hecho efectiva la terminación de la vinculación del asociado con la respectiva 
empresa solidaria, de acuerdo con las causales legales y estatutarias aplicables. 
 

1.4.  Derecho de asociación y protección frente a la exclusión 
arbitraria 

 
El artículo 38 de la Constitución Política garantiza el derecho de libre asociación 
para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad. 
Este derecho tiene una dimensión positiva (la libertad de asociarse y permanecer 
asociado) y una dimensión negativa (la libertad de no asociarse o de retirarse). 
 
La apertura de un proceso de insolvencia de persona natural no comerciante no 
puede constituirse en causal de exclusión automática de la cooperativa. La 
exclusión de un asociado sin sustento estatutario vulneraría el derecho de 
asociación y daría lugar a acciones de protección de derechos fundamentales.  
 
Esto ha de tenerse en cuenta para la interpretación armónica del artículo 10 de la 
Ley 2445 de 2025, en tanto un deudor que presenta solicitud de trámite de 
negociación de deudas puede seguir siendo asociado de la cooperativa, y en este 
escenario la aplicación de dicho artículo se rige por el respeto a la naturaleza 
jurídica del aporte social y la concepción de la obligación con la cooperativa como 
de segunda clase, lo cual no es disonante, tal como ya hemos visto. 
 

1.5.  Capital mínimo irreducible y régimen prudencial: Ley 454 de 
1998 y Decreto 1068 de 2015 
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El artículo 42 de la Ley 454 de 1998, declarado exequible por los cargos analizados 
en Sentencias C-948 de 2001 y C-779 de 2001, establece en su segundo inciso que 
las Cooperativas de Ahorro y Crédito y las cooperativas multiactivas e integrales 
con sección de ahorro y crédito deben acreditar y mantener un monto mínimo de 
aportes sociales pagados. A su vez, los parágrafos 2° y 3° de dicha norma son 
importantes: 
 

“PARAGRAFO 2o. Las cooperativas que adelanten actividad financiera en los 
términos de la presente ley, se abstendrán de devolver aportes cuando ellos sean 
necesarios para el cumplimiento de los límites previstos en el presente artículo así 
como de los establecidos en las normas sobre, margen de solvencia. 
 
PARAGRAFO 3o. El monto mínimo de capital previsto por este artículo deberá ser 
cumplido de manera permanente por las entidades en funcionamiento.” 

 
La Corte Constitucional en la citada Sentencia C-948 de 2001 señaló que el monto 
mínimo de aportes es absolutamente indispensable para evitar crisis en el sector 
cooperativo financiero, de manera análoga a los acuerdos internacionales de 
Basilea sobre capital mínimo de regulación financiera. La Corte destacó que el 
requisito de un monto mínimo de aportes sociales para prestar servicios financieros 
a los asociados constituye una forma de proteger y estimular el crecimiento sano 
de las cooperativas. 
 
El artículo 2.11.10.1.2 del Decreto 1068 de 2015 fija la relación de solvencia 
mínima en el nueve por ciento (9%) del patrimonio técnico sobre los activos 
ponderados por riesgo crediticio, siendo los aportes sociales componente esencial 
del patrimonio básico que sirve para calcular el patrimonio técnico (artículos 
2.11.10.1.3. y 2.11.10.1.4).  
 
Igualmente, como ya se ha expuesto en este documento, la Circular Básica 
Contable y Financiera establece que solo después de verificar que la devolución no 
afecta el capital mínimo irreducible, la relación de solvencia ni los indicadores 
prudenciales, la cooperativa puede proceder a la devolución de aportes. Estas 
restricciones operan incluso dentro del proceso de insolvencia y por ello 
aquí se hace referencia a ellas. 
 

1.6.  Condiciones constitucionales para la devolución de aportes en 
circunstancias extraordinarias 

 
La Corte Constitucional, en Sentencias T-274 de 2000 y T-1286 de 2001, precisó 
las condiciones bajo las cuales una cooperativa puede diferir la devolución de 
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aportes a asociados que se retiran cuando aquella se encuentra en circunstancias 
extraordinarias. 
 
Al respecto, en Sentencia T-274 de 2000, la Corte indicó que: 
 

“Los socios pagan aportes a su cooperativa, con la esperanza de obtener servicios 
y utilidades de su desempeño económico, pero también a sabiendas de que, si éste 
es negativo, ellos pueden perder el capital pagado, tal como ocurre en toda empresa 
económica. Los aportes sociales constituyen, en realidad, un capital de 
riesgo. Por lo tanto, en situaciones en las que se advierta - con claridad - que la 
empresa está en peligro, y con ello los derechos de terceros, las cooperativas 
pueden restringir la devolución de los aportes a los socios que expresan su 
voluntad de retirarse, hasta que la empresa vuelva a salir a flote. Obsérvese 
que si se aceptara la tesis contraria se podría descapitalizar completamente a una 
entidad cooperativa, en detrimento de los intereses de los terceros que confiaron 
en ella. Este sería ciertamente un resultado inaceptable, pues conduciría a que en 
toda situación de riesgo los socios de las cooperativas solicitaran el reintegro de sus 
aportes, dejando ilíquida la entidad. 

  
Las cooperativas son entidades económicas que tienen por fin servir a los socios y 
a la comunidad, pero eso no implica que siempre tendrán que generar utilidades. 
Como toda empresa económica, las cooperativas están sujetas a las leyes del 
mercado y pueden fracasar. Y en esos casos, los socios deben asumir las 
consecuencias del desastre. Si se pensara de manera distinta, no tendrían las 
cooperativas posibilidad de incorporarse al mundo de los negocios, pues ¿quién 
podría tener interés en realizar transacciones con entidades que no asumen las 
consecuencias económicas desfavorables que genera su actividad?” (Negrilla fuera 
de texto original) 

 
Es por esto que, en Sentencia T-1286 de 2001, la Corte puntualizó que las 
siguientes son hipótesis fácticas mínimas para el reconocimiento del derecho a la 
devolución de aportes en las cooperativas financieras contenido en el derecho 
fundamental a la libertad de asociación en su aspecto negativo: 
 
(i) Que la devolución no signifique la disminución del capital mínimo irreducible 
establecido por la ley para las cooperativas que ejercen actividad financiera. 
 
(ii) Que la devolución no signifique el incumplimiento de las normas sobre margen 
de solvencia exigido a este tipo de entidades. 
 
(iii) Que con base en un conocimiento preciso de la situación de la respectiva 
cooperativa, no se advierta que ella se encuentra en serios problemas económicos 
que amenacen el cumplimiento de sus obligaciones para con terceros. 
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(iv) Que la devolución parcial de los aportes dinerarios se haga en proporción al 
nivel de saneamiento de la entidad y evitando tratos discriminatorios entre los 
asociados. 
 
(v) Que, de no cumplirse las anteriores condiciones, la devolución solo pueda ser 
aplazada mientras se supera la situación de crisis. 
 
Estas condiciones son aplicables dentro de los procesos de insolvencia de 
los asociados, y representan el marco constitucional que debe orientar la 
actuación de la cooperativa frente a cualquier solicitud de devolución de aportes. 
 

1.7.  Protección constitucional de las formas asociativas y 
solidarias de propiedad 

 
Los artículos 58, 64 y 333 de la Constitución Política consagran el deber del Estado 
de proteger las formas asociativas y solidarias de propiedad, dotándolas de un 
tratamiento diferencial que reconoce su función social. En este sentido, se fortalece 
aún más la concepción de que el capital cooperativo cumple una función social 
diferente al capital privado ordinario: no es un activo disponible del titular sino un 
recurso colectivo destinado al objeto social de la cooperativa y a la protección del 
ahorro de todos sus asociados. 
 
Una interpretación de la Ley 2445 de 2025 que desconozca el régimen especial 
cooperativo y la protección constitucional de las formas solidarias de propiedad 
sería no solo jurídicamente incorrecta sino potencialmente contraria a la 
Constitución. El principio de conservación del ordenamiento exige que las normas 
se interpreten de manera que se evite la declaratoria de inconstitucionalidad, lo 
que impone una lectura armónica del artículo 10 de la Ley 2445/25 con el artículo 
49 de la Ley 79/88 y las normas constitucionales enunciadas. 
 
 

II. ANÁLISIS JURÍDICO SISTEMÁTICO: ESCENARIOS DE 
APLICACIÓN 

 
2.1.  Asociado activo en proceso de insolvencia (vínculo asociativo 

vigente) 
 
Mientras el asociado permanezca vinculado a la cooperativa, los aportes sociales 
son capital institucional de esta última y no un activo disponible del deudor. Sin 
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embargo, el artículo 10 de la Ley 2445 de 2025 reconoce a la cooperativa el estatus 
de acreedora de segunda clase hasta el valor de dichos aportes. La síntesis jurídica 
de este escenario es la siguiente: 
 
a) Los aportes se declaran en el inventario concursal como derecho de 
crédito condicional. El deudor debe incluirlos en la relación detallada de bienes 
(numeral 4, art. 10 de la Ley 2445 de 2025 que modifica el art. 539 del CGP) con 
la precisión de que su realización está diferida al acaecimiento de la condición 
suspensiva (retiro, exclusión, fallecimiento o liquidación). Su declaración sigue la 
aplicación del principio de universalidad concursal, pero no implica su disponibilidad 
inmediata. 
 
En todo caso, como derecho de crédito sujeto a condición suspensiva, su realización 
efectiva está diferida al acaecimiento de la condición (retiro, exclusión o 
liquidación), y el monto será el que resulte del debido cruce de aportes sociales 
con las obligaciones que posea el asociado. 
 
b) La cooperativa concurre como acreedora de segunda clase por el valor 
de los aportes, no sobre los aportes. El crédito de la cooperativa con el asociado 
se hace valer frente a los demás bienes embargables del deudor que integran la 
masa patrimonial, con prelación de segunda clase hasta el monto de los aportes. 
El saldo que exceda ese monto se califica como crédito de quinta clase. 
 
c) La compensación legal opera solo hasta que se reúnan los requisitos del 
artículo 1715 del Código Civil1. Dado que la obligación de devolución de aportes 
está sometida a condición suspensiva no cumplida (el retiro no ha operado), falta 
el presupuesto de exigibilidad actual. En consecuencia, la cooperativa no puede 
realizar compensaciones unilaterales sobre los aportes del asociado activo durante 
el proceso concursal. 
 

                                                 
1 “ARTÍCULO 1715. <OPERANCIA DE LA COMPENSACIÓN>. La compensación se 
opera por el solo ministerio de la ley y aún sin conocimiento de los deudores; y ambas 
deudas se extinguen recíprocamente hasta la concurrencia de sus valores, desde el 
momento que una y otra reúnen las calidades siguientes: 
1.) Que sean ambas de dinero o de cosas fungibles o indeterminadas de igual género y 
calidad. 
2.) Que ambas deudas sean líquidas; y 
3.) Que ambas sean actualmente exigibles. 
Las esperas concedidas al deudor impiden la compensación; pero esta disposición no se 
aplica al plazo de gracia concedido por un acreedor a su deudor.” 
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2.2.  Asociado que solicita retiro voluntario durante el proceso de 

insolvencia 
 
Una vez aceptado el retiro y extinguido el vínculo asociativo, los aportes pasan de 
ser capital social a remanente, lo cual es un pasivo de la cooperativa frente al 
exasociado. En ese instante se configura la posibilidad de compensación legal (art. 
1715 Código Civil), siempre que concurran los tres presupuestos: fungibilidad, 
liquidez y exigibilidad actual. La compensación que opere en este momento 
extingue ambas obligaciones hasta la concurrencia de sus valores y solo el 
remanente neto puede incorporarse a la masa concursal. 
 
No obstante, dicha compensación y la devolución del remanente neto quedan 
igualmente sujetas a las condiciones constitucionales fijadas por las Sentencias T-
274 de 2000 y T-1286 de 2001: la cooperativa debe abstenerse de devolver 
aportes cuando ello comprometa el capital mínimo irreducible, los indicadores de 
solvencia o la estabilidad financiera de la entidad. 
 

2.3.  Exasociado cuyo vínculo se extinguió antes de la apertura del 
proceso concursal 

 
Cuando el vínculo asociativo terminó antes de la apertura del proceso de 
insolvencia, el aporte ya se había transformado en remanente. Si en ese momento 
previo a la apertura concurrían los tres presupuestos del artículo 1715 del Código 
Civil —fungibilidad, liquidez y exigibilidad actual—, la compensación legal habría 
operado. Solo el remanente neto, de existir, puede incorporarse a la masa. 
 
 

III. PROBLEMAS JURÍDICOS Y RESPUESTAS  
 

3.1. ¿Los aportes del asociado activo son parte de la masa concursal? 
(Problema 1) 
 
Los aportes del asociado activo no son directamente disponibles como activo 
realizable dentro de la masa concursal. Son capital social de la cooperativa, 
inembargables por mandato del artículo 49 de la Ley 79 de 1988. Sin embargo, 
deben ser declarados en el inventario de bienes del proceso como derechos de 
crédito sujetos a condición suspensiva, y su valor sirve como límite cuantitativo de 
la prelación de segunda clase que corresponde a la cooperativa como acreedora, 
conforme al artículo 10 de la Ley 2445 de 2025. La cooperativa cobra sobre la masa 
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general —los demás bienes embargables del deudor—, con preferencia de segunda 
clase hasta el monto de los aportes. 
 
3.2. ¿La apertura del trámite de insolvencia modifica la naturaleza jurídica 
de los aportes? (Problema 2) 
 
No. La apertura del proceso de insolvencia es un acto procesal que carece de 
virtualidad para transformar la naturaleza jurídica de los bienes del deudor o para 
levantar las calificaciones legales que sobre ellos u otros bienes recaen. La 
afectación legal del artículo 49 de la Ley 79 de 1988, la inembargabilidad de los 
aportes y su condición de capital social, se mantienen inalteradas durante todo el 
trámite. Lo que la apertura sí produce es la suspensión de ejecuciones individuales 
(art. 545 CGP). 
 
3.3. ¿Es procedente la compensación de aportes de asociados activos 
admitidos en trámites de insolvencia? (Problema 3) 
 
No. La compensación legal del artículo 1715 del Código Civil requiere la 
concurrencia simultánea de tres presupuestos: fungibilidad, liquidez y exigibilidad 
actual. Respecto del asociado activo, la cooperativa no tiene obligación 
actualmente exigible de devolver los aportes (obligación bajo condición suspensiva, 
arts. 1530 y 1536 del Código Civil). Falta el presupuesto de exigibilidad actual y 
por ello la compensación no opera. 
 
3.4. ¿La compensación previa a la apertura es oponible al concurso? 
(Problema 4) 
 
Sí, siempre que se hubieran configurado antes de la apertura del proceso todos los 
presupuestos del artículo 1715 del Código Civil. Si la compensación legal se 
perfeccionó antes de la apertura del trámite —caso típico del exasociado cuyo retiro 
o exclusión produjo la exigibilidad del remanente antes de la admisión al concurso—
, la extinción operó de pleno derecho y es oponible a la masa concursal. 
 
3.5. ¿Cómo debe proceder la cooperativa cuando el asociado en 
insolvencia solicita voluntariamente su retiro? (Problema 5) 
 
La cooperativa tramita la solicitud de retiro conforme a sus estatutos. Si el retiro 
es autorizado y aceptado, los aportes se transforman en remanente (pasivo de la 
cooperativa). Se aplican, la garantía del artículo 49 de la Ley 79/88 y la 
compensación legal, sujetas a las condiciones constitucionales de las Sentencias T-
274 de 2000 y T-1286 de 2001 (capital mínimo irreducible, relación de solvencia, 
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proporcionalidad, no discriminación). Solo el remanente neto puede incorporarse a 
la masa concursal. 
 
En ese sentido, en el listado de los activos los aportes deben incluirse, considerando 
que su valor debe reflejar estas condiciones legales. 
 
3.6. ¿El remanente neto es el único valor que puede ingresar a la masa 
concursal? (Problema 6) 
 
Sí. Una vez extinguido el vínculo asociativo y aplicada la garantía del artículo 49 
de la Ley 79/88 mediante la compensación legalmente procedente, únicamente el 
remanente neto —valor resultante tras la compensación de las obligaciones del 
exasociado con la cooperativa— representa el crédito disponible del exasociado que 
puede incorporarse a la masa. Los aportes en sí mismos, en tanto capital social 
afectado legalmente, no ingresan directamente a la masa. 
 
3.7. ¿Puede la cooperativa abstenerse de devolver aportes cuando ello 
comprometa el capital mínimo irreducible o por razones prudenciales? 
(Problema 7) 
 
Sí, y está en el deber legal de hacerlo. El parágrafo 2° del artículo 42 de la Ley 454 
de 1998 establece la prohibición de devolver aportes cuando ello sea necesario 
para el cumplimiento del capital mínimo previsto en esa norma o de las relaciones 
de solvencia. Esta prohibición es imperativa y se aplica tanto en contextos 
ordinarios como en el marco de procesos de insolvencia de los asociados. La 
Circular Básica Contable y Financiera reitera que el cruce de aportes solo procede 
cuando el retiro esté en firme y siempre que no se disminuya el capital mínimo 
irreducible, no se afecte el capital requerido para ejercer la actividad financiera, y 
no se comprometa la relación de solvencia. 
 
Ante la concurrencia de múltiples solicitudes de devolución o compensación 
derivadas de procesos de insolvencia de asociados, la Supersolidaria puede impartir 
instrucciones sobre límites prudenciales y procedimientos escalonados de 
devolución, con fundamento en sus facultades de supervisión. 
 
3.8. ¿La incorporación de aportes sociales a la masa concursal podría 
afectar el capital mínimo irreducible? (Problema 8) 
 
Sí. El monto mínimo de aportes no reducibles integra el patrimonio técnico de las 
Cooperativas de Ahorro y Crédito (artículo 2.11.10.1.4 del Decreto 1068 de 2015) 
y sustenta el cumplimiento de la relación de solvencia mínima del nueve por ciento 
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(9%). Si se avalara la tesis de que los aportes sociales integran la masa concursal, 
la salida masiva de aportes como consecuencia de procesos de insolvencia de 
asociados reduciría el capital social, comprometería los indicadores de solvencia y 
liquidez, y podría generar escenarios de incumplimiento del capital mínimo 
irreducible exigido por la Ley 454 de 1998.  
 
3.9. ¿El artículo 10 de la Ley 2445/25 es compatible con el artículo 49 de 
la Ley 79/88? (Problema 9) 
 
Son compatibles bajo una interpretación armónica y sistemática. La Ley 2445 de 
2025 es ley especial en materia de insolvencia y sus normas de prelación concursal 
son aplicables. La Ley 79 de 1988 es ley especial en cuanto a la naturaleza jurídica 
del aporte cooperativo y sus disposiciones no pueden ser desatendidas por la ley 
2445 de 2025. Ambas leyes son especiales en sus respectivos ámbitos y deben 
interpretarse de manera que cada una produzca efectos útiles (principio de efecto 
útil de las normas). 
 
La interpretación armónica conduce a esta conclusión: el artículo 10 de la Ley 
2445/25 reconoce a la cooperativa como acreedora preferente de segunda clase —
hasta el valor de los aportes— en el proceso de insolvencia del asociado, siempre 
y cuando las obligaciones estén amparadas con garantía mobiliaria y cumplan los 
requisitos de la Ley 1676 de 2013. Ese reconocimiento es compatible con el artículo 
49 de la Ley 79/88 porque no implica la disponibilidad inmediata de los aportes del 
asociado activo como activo realizable, sino la prelación de la cooperativa sobre los 
demás bienes embargables del deudor hasta dicho monto. 
 
3.10. ¿La exigencia de registro de garantía mobiliaria desconoce la 
naturaleza especial y automática de la afectación legal de los aportes 
sociales cooperativos? (Problema 10) 
 
El texto literal del artículo 10 de la Ley 2445 de 2025 condiciona el tratamiento de 
segunda clase del crédito a favor de la organización solidaria al cumplimiento de 
los requisitos de la Ley 1676 de 2013, lo que incluiría la inscripción en el Registro 
de Garantías Mobiliarias (RGM). 
 
Sin embargo, la garantía del artículo 49 de la Ley 79 de 1988 es una garantía legal 
que opera automáticamente desde el origen del vínculo asociativo, sin requerir 
formalidad adicional. Su naturaleza es sustancialmente diferente a la de las 
garantías mobiliarias reguladas por la Ley 1676 de 2013. Imponer 
retroactivamente la exigencia de registro a una garantía que la ley especial 
configura como automática implicaría: (i) desconocer el carácter legal y de orden 
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público de la garantía cooperativa; (ii) crear una carga formal que el legislador 
cooperativo nunca previó; y (iii) desnaturalizar el régimen especial cooperativo. 
 
Así las cosas, la garantía del artículo 49 de la Ley 79/88 opera con fundamento en 
dicha ley especial, con prevalencia, en cuanto a su constitución y validez 
automática respecto de las empresas solidarias y sus asociados. No obstante, a 
efectos de asegurar el reconocimiento sin controversias de la preferencia de 
segunda clase dentro del proceso concursal (que ya hemos señalado que no opera 
sobre los aportes sociales sino sobre la masa concursal en general), esta Oficina 
recomienda a las cooperativas vigiladas la inscripción en el RGM de las garantías 
respaldadas con aportes sociales. 
 
3.11. ¿Existe tensión normativa entre la Ley 2445/25 y los artículos 58,64 
y 333 de la Constitución Política? (Problema 11) 
 
Como ya se ha señalado, los artículos 58, 64 y 333 de la Constitución Política 
consagran el deber del Estado de proteger las formas asociativas y solidarias de 
propiedad, dotándolas de un tratamiento diferencial que reconoce su función social. 
En este sentido, se fortalece aún más la concepción de que el capital cooperativo 
cumple una función social diferente al capital privado ordinario: no es un activo 
disponible del titular sino un recurso colectivo destinado al objeto social de la 
cooperativa y a la protección del ahorro de todos sus asociados. 
 
Una interpretación de la Ley 2445 de 2025 que desconozca el régimen especial 
cooperativo y la protección constitucional de las formas solidarias de propiedad 
sería no solo jurídicamente incorrecta sino potencialmente contraria a la 
Constitución. El principio de conservación del ordenamiento exige que las normas 
se interpreten de manera que se evite la declaratoria de inconstitucionalidad, lo 
que impone una lectura armónica del artículo 10 de la Ley 2445/25 con el artículo 
49 de la Ley 79/88 y las normas constitucionales enunciadas 
 
En este sentido, una interpretación que permitiera incorporar los aportes de 
asociados activos a la masa concursal como activos directamente disponibles 
desconocería: (i) la inembargabilidad establecida por norma especial de orden 
público; (ii) la naturaleza del capital cooperativo como propiedad solidaria 
constitucionalmente protegida (arts. 58, 64 y 333 de la Constitución Política); y 
(iii) el deber del Estado de fortalecer, promover y proteger las organizaciones 
solidarias. 
 
Es por esto que se considera que el artículo 10 de la Ley 2445/25 se ha de 
interpretar en el sentido de reconocer a la cooperativa como acreedora preferente 
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de segunda clase —hasta el valor de los aportes— en el proceso de insolvencia del 
asociado, siempre y cuando las obligaciones estén amparadas con garantía 
mobiliaria y se cumplan los requisitos de la Ley 1676 de 2013, lo que no significa 
que los aportes sociales hagan parte de la masa concursal como ya se ha señalado 
en este documento. 
 

IV. CONCLUSIONES 
 
Primera. Los aportes sociales del asociado activo no son parte de la masa 
concursal. Son capital social de la cooperativa, parte de su patrimonio, y son 
inembargables por mandato del artículo 49 de la Ley 79 de 1988. Se declaran en 
el inventario concursal como derechos de crédito sujetos a condición suspensiva, 
cuya realización efectiva queda diferida al acaecimiento de la condición (retiro, 
exclusión, fallecimiento o liquidación). 
 
Segunda. La cooperativa entra al trámite de insolvencia de persona natural no 
comerciante como acreedora preferente de segunda clase hasta el valor de los 
aportes (art. 10, Ley 2445/25), pero su cobro recae sobre los demás bienes 
embargables del deudor que componen la masa patrimonial, no sobre los aportes 
mismos mientras el asociado permanezca vinculado. 
 
Tercera. La apertura del trámite de insolvencia no modifica la naturaleza jurídica 
de los aportes ni levanta la inembargabilidad que la ley especial les confiere. 
 
Cuarta. La compensación legal (art. 1715 Código Civil) no opera respecto de los 
aportes del asociado activo, por ausencia del presupuesto de exigibilidad actual.  
 
Quinta. La compensación configurada antes de la apertura del concurso es 
oponible a la masa concursal y extingue la obligación hasta la concurrencia de los 
valores. Solo el remanente neto puede incorporarse a la masa. 
 
Sexta. Una vez aceptado el retiro voluntario del asociado aceptado en trámite de 
insolvencia, se aplican la garantía del artículo 49 de la Ley 79/88 y la compensación 
legal, sujetas a las condiciones constitucionales de las Sentencias T-274 de 2000 y 
T-1286 de 2001 (capital mínimo irreducible, solvencia, proporcionalidad, no 
discriminación). 
 
Séptima. La cooperativa tiene el deber legal de abstenerse de devolver aportes 
cuando ello comprometa el capital mínimo irreducible (art. 42, par. 2°, Ley 454/98) 
o los indicadores de solvencia, conforme a la jurisprudencia constitucional y la 
normativa prudencial del Decreto 1068 de 2015. 
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Octava. La garantía del artículo 49 de la Ley 79 de 1988 no requiere registro en 
el RGM para su constitución y vigencia, pero se recomienda su inscripción para 
facilitar el reconocimiento de la prelación de segunda clase dentro del proceso 
concursal, en los términos definidos en este documento. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
RAIZA POSADA COTES  
Jefa de la Oficina Asesora Jurídica 
 
Proyectó: ANTONIO PAZ SEFAIR 
Revisó:    GUILLERMO ALBERTO DUARTE QUEVEDO 
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